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Temas: 
REINTEGRO LABORAL / INDEMNIZACIÓN / SALARIOS Y PRESTACIONES / IMPROCEDENTE / CONFIRMA / PAGO INCAPACIDADES / CONCEDE / CONFIRMA - . En el caso bajo estudio, la impugnante insistió que la terminación del contrato laboral con la empresa Resultados y Beneficios S.A.S., que luego pasó a llamarse Misión Plus S.A.S., se dio con ocasión a sus incapacidades médicas y por el hecho de que esa entidad conocía de la programación que la actora tenía para que se le practicara la cirugía de “artroscopia”, sin que allegara a la foliatura prueba alguna que permitiera establecer la fecha en que la accionada fue informada de la intervención quirúrgica. Luego, en su escrito la señora Ramírez Quebrada aduce que la empresa temporal hizo renunciar el 31 de mayo de 2017 a varios trabajadores “con promesas falsas”, que laboró los días 1º y 2º de junio de 2017 y que sorpresivamente a través de una llamada, le cancelaron el contrato a sabiendas que la secretaria y la encargada de manejo de personal ya sabía que iba a ser sometida a la cirugía antes aludida (Fl.110).  Con relación a este asunto, el representante legal de Resultados y Beneficios S.A.S. señaló que la accionante no dio aviso de la realización de la artroscopia, por cuanto la visita a la Clínica de Fracturas fue el 13 de junio de 2017 y es partir de ahí que se habla que sería programada para el 23 de junio de 2017 cuando el contrato obra o labor había finalizado el 31 de mayo de 2017 (Fl.51).

Enfrentadas así las partes, esta Sala considera que lo debatido es de índole laboral y prestacional, asunto que según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la acción de tutela no procede para resolver controversias sobre el reintegro de trabajadores, toda vez que existen otros mecanismos de defensa previstos en el ordenamiento jurídico y a los que debe acudir el afectado para lograrlo. Ahora bien, la misma Corte Constitucional ha indicado que el amparo es viable cuando se trate de una persona que se encuentre en circunstancias especiales que requiera de protección laboral reforzada
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, dieciséis (16) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.1236
Hora: 3:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Se decide la impugnación formulada por la señora Luisa Fernanda Ramírez Quebrada frente al fallo de tutela emitido por el Juzgado 7º Penal del Circuito de esta ciudad dentro de la acción de tutela instaurada en contra del Hospital Universitario San Jorge de Pereira HUSJ, Misión Plus S.A.S., Resultados y Beneficios Temporales S.A.S. y AXA Colpatria.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL
2.1. Señaló la señora Luisa Fernanda Castaño que se vinculó como Auxiliar de Enfermería en el Hospital Universitario San Jorge desde diciembre de 2016 a través de la empresa Resultados y Beneficios Temporales S.A.S. 

El 15 de febrero de 2017 presentó un accidente laboral en dicho hospital, lo que le ocasionó una contusión de rodilla derecha con derrame de  líquido articular, ruptura de líquido articular, ruptura del menisco medial, edema de hofa, lo que generó incapacidades médicas hasta que le realizaran la cirugía.

El 31 de mayo de 2017 la empresa Resultados y Beneficios Temporales S.A.S. le comunicó que su contrato por obra o labor se terminaba para la fecha que tenía pendiente la práctica de la cirugía.

El 2 de junio de 2017 la empresa Resultados y Beneficios Temporales S.A.S.   requirió a todas las personas que estaban laborando para el HUSJ para que se pasaran a la empresa de servicios temporales Misión Plus, pero esta última no le renovó el contrato por la cirugía que le iban a realizar, pese a ya había sido afiliada a  su EPS.

El 23 de junio de 2017 la ARL AXA Colpatria practicó la cirugía artroscopia de rodilla derecha por lo que le fueron otorgadas las incapacidades médicas respectivas, sin que a la fecha de interposición de la demanda de tutela hubieran sido pagadas, lo que consideró una vulneración a sus derechos fundamentales y  que el HUSJ debe asumir la responsabilidad de su situación.

Por lo anterior, solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales al trabajo, a la estabilidad laboral y mínimo vital y en tal sentido, se ordene a las accionadas: i) que la reintegren a las labores para las cuales fue contratada, sin desconocer su actual estado de salud en el HUSJ de Pereira; ii) que sea afiliada nuevamente y de manera inmediata a la seguridad social en salud, pensión y a la ARL; iii) que se le cancelen los salarios y prestaciones sociales causados desde su despido y hasta la fecha en que sea reintegrada; iv) pagar el indemnización conforme a lo dispuesto en la Ley 361 de 1997 en el entendido de que no podía ser despedida sin el permiso del Ministerio de Trabajo por encontrarse incapacitada y v) que se le cancelen las incapacidades generadas a su favor y que no fueron canceladas por la ARL AXA Colpatria (Fls. 1-5).
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 6-27)

2.3.  Mediante auto del  8 de septiembre de 2017 se avocó el conocimiento de la demanda de  tutela y se ordenó correr traslado de la misma a los accionados (Fl. 29).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA
Se refirió a cada uno de los hechos expuestos en la demanda e indicó que a la accionante no se le están vulnerando sus derechos fundamentales, toda vez que las empresas contratistas Resultados y Beneficios S.A.S. y Misión Plus son los directos patronos de los trabajadores que ellos vinculan, toda vez que el HUSJ no podía contratar directamente por encontrarse en un convenio con el Ministerio de Hacienda, Ministerio de Salud y Departamento de Risaralda por la crisis financiera del sector de salud especialmente de esa E.S.E. en el que se dispuso entre obligaciones, la imposibilidad de ampliación de la planta de personal asistencial.

Explicó que no puede existir relación laboral entre la demandante y esa entidad, toda que sus actividades como Auxiliar de Enfermería no corresponde ejecutarla a un trabajador oficial de la entidad, quienes son los que se vinculan a través de contrato de trabajo para realizar labores de mantenimiento y servicios generales.

Puso en conocimiento que se ha cubierto mediante vinculación laboral directa las vacantes de enfermera profesional contratando con la empresa ETEMCO S.A.S. solo las novedades de vacaciones, incapacidades, licencias de maternidad, motivo por el cual la accionante no fue vinculada para prestar el servicio por términos superiores al que se requería dependiendo la novedad por lo que insistió que el vínculo laboral se presenta con las empresas temporales antes aludidas y la tutelante.  Por lo tanto, se opuso a las pretensiones de la actora.  (Fls. 38-42)

3.2.  RESULTADOS Y BENEFICIOS S.A.S.

Informó que  la señora Ramírez Quebrada se vinculó al HUSJ por medio del contrato No.140-2017 celebrado entre esa E.S.E. y Resultados y Beneficios con un contrato de obra labor, a quien se le cancelaron las incapacidades presentadas en vigencia del contrato.  Una vez terminada su obra labor, esta no presentaba más incapacidades ni superaban los 180 para que diera lugar a que Resultados y Beneficios luego de culminado el vínculo, siguiera haciendo sus aportes a la seguridad social, ni la misma se encontraba en debilidad manifiesta para mantenerla dentro de la nómina.

Manifestó que la actora fue notificada que la terminación del contrato sería el 31 de mayo de 2017, dado que el HUSJ no renovó contrato con esa empresa, por lo que no es cierto que tuviera conocimiento de la cirugía de la señora Ramírez Quebrada por cuanto esta no informó.

Consideró que dentro de las pruebas allegadas por la accionante se observa que la primera visita a la Clínica de Fracturas fue el 13 de junio de 2017 y es a partir de ese momento que se habla de cirugía, fecha en la cual la actora ya no se entraba vinculada laboralmente a Resultados y Beneficios.
Indicó que no se tenía conocimiento de que las personas que estaban vinculadas a Resultados y Beneficios iban a ser vinculadas Misión Plus. 

Mencionó que existe una queja interpuesta en contra de la señora Ramírez Quebrada radicada por el HUSJ en Resultados y Beneficios en la que se señala la mala presentación de sus deberes, con fecha del 2 de junio de 2017, por lo que deciden no renovar el contrato.

Adujo que por solicitud de la accionante se envió a la ARL Colpatria el reporte de su retiro, la cual fue recibida en esa entidad el 5 de septiembre de 2017, sin que se evidencie que dicha ARL haya hecho algún tipo de pago de incapacidades.

Solicitó que se realizara una verificación de la información, toda vez que consideró que la señora Ramírez Quebrada no es totalmente clara y veraz con los hechos relacionados en la demanda (Fls. 50-51)
Adjuntó copia del contrato No.140-2017  celebrado con la E.S.E. HUSJ para la ejecución de labores auxiliares de enfermería, contrato con la señora Ramírez Quebrada, planillas de pagos y liquidación del mismo y de la queja antes descrita (Fls. 52-76).

3.3. ARL  AXA COLPATRIA

Informó que la accionante estuvo afiliada a esa ARL como trabajadora dependiente de la empresa Misión Plus S.A.S. desde el 1º de junio d7e 2017 hasta el 1º de junio de 2017, afiliación que no se encuentra vigente y no registra novedad adicional a su retiro.

Indicó que la mencionada afiliación se extiende para amparar legalmente la cobertura de las prestaciones económicas y asistenciales derivadas de un accidente de trabajo o de una enfermedad laboral para lo cual relacionó el reporte de eventos por los cuales se han reconocido todas las prestaciones médicas requeridas por la actora.
Explicó que obligación exclusiva del empleador decidir sobre el reintegro de la accionante, así como la de afiliarla a la seguridad social y del pago de la indemnización tras haber sido despedida y si es del caso, el de la de reubicación de su personal acorde con las limitaciones, recomendaciones y restricciones realizadas por el médico tratante.

Consideró que no ha vulnerado derechos fundamentales a la accionante, teniendo en cuenta que las prestaciones asistenciales y económicas del Sistema General de Riesgos Laborales se reconocen y pagan cuando existe de por medio una calificación en firme que indique que el accidente o la enfermedad son de origen laboral, no existiendo actualmente prestación pendiente de definición y pago, por lo que solicitó que se desvinculara a esa ARL del presente trámite (Fls. 78-80). 

3.4. MISION PLUS S.A.S.

Se refirió a cada uno de los hechos expuestos por la señora Ramírez Quebrada para concluir que no le constan, toda vez que esa empresa no ha tenido vínculo alguno con la accionante.
Explicó que esa entidad participó de un proceso contractual donde le fue adjudicada la prestación de servicios a la entidad HUSJ, por lo que se inició un  proceso de reclutamiento de personal en donde algunos empleados de la anterior temporal pasaron a Misión Plus por cuanto cumplieron los requisitos y aprobaron todas las pruebas y del cual no hizo parte la señora Ramírez Quebrada, habida cuenta que no se presentó a solicitar una vacante como sí lo hicieron otros funcionarios.  Por lo tanto, consideró que existe una falta de legitimación por pasiva y solicitó la desvinculación del presente trámite (Fls. 90-92).
4. FALLO DE PRIMER GRADO

Mediante sentencia de primera instancia del 22 de septiembre de 2017, el Juzgado 7º  Penal del Circuito de esta ciudad resolvió lo siguiente: 

“PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela promovida por la señora LUISA FERNANDA RAMÍREZ QUEBRADA con relación al reintegro laboral, reafiliación al SGSSS y pago de salarios e indemnización.

SEGUNDO: Tutelar el derecho al Mínimo Vital de la accionante y ordenar a la ARL AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, cancele a la señora RAMÍREZ QUEBRADA las incapacidades expedidas desde el 13 de junio de 2017 hasta la fecha que legalmente le corresponda, teniendo en cuenta la vigencia de su afiliación a dicha Administradora de Riesgos Laborales.”

5. IMPUGNACIÓN
Dentro del término para impugnar el fallo de primer grado, la señora Ramírez Quebrada radicó un escrito en el que manifestó su inconformidad con lo decidido por la A quo, en el entendido de considerar que no se estudió de fondo su situación al negar el amparo a sus derechos fundamentales por haber sido despedida con ocasión a su incapacidad y programación de cirugía.

Le llama la atención a la actora que la empresa Resultados y Beneficios S.A.S. haya indicado en la respuesta a la demanda que el HUSJ había solicitado su desvinculación a raíz de una queja del 2 de junio de 2017, no obstante haberse terminado el vínculo contractual el 31 de mayo de 2017.  Así mismo, consideró que la empresas Resultados y Beneficios S.A.S.  y Misión Plus S.A.S funcionan en la misma dirección judicial, según el certificado de Cámara de Comercio, máxime que Misión Plus S.A.S. fue la que la afilió nuevamente a la seguridad social y pagó los aportes respectivos, de tal manera, que considera una burla a sus derechos cuando hicieron renunciar a los trabajadores del HUSJ el 31 de mayo de 2017 y continuó laborando los días 1º y 2 de junio de 2017 hasta que sorpresivamente con una llamada le informan que le cancelan el contrato cuando tenían conocimiento de la práctica de la cirugía, toda vez que a la secretaria y encargada del personal de las empresas personales sabía de esa situación.
Señaló que en la actualidad no cuenta con vinculación al SGSSS pues solamente Misión Plus la afiló por un mes, pero aparece suspendida en la EPS S.O.S. en donde tampoco la pueden atender por el régimen subsidiado.  Por lo tanto,  considera que si tenía un contrato laboral con Misión Plus S.A.A y en tal sentido, solicitó que si no prosperan las pretensiones principales, se les ordene que la “desvinculen” (sic) del sistema de seguridad social, cancelen los aportes de manera puntual para que no se genere la mora y pueda acceder a la atención que requiere en salud. (Fls. 109-111)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA
6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla  tal como lo solicitó el impugnante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
  Así mismo con respecto al tema de la subsidiariedad de la acción de amparo.  Al respecto, se debe tener en cuenta que para que proceda la acción de tutela la Corte Constitucional ha indicado que se deben dar al menos dos excepciones a la regla general
, es decir: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.  
6.5.  DEL CASO EN CONCRETO
6.5.1. La señora Luisa Fernanda Ramírez Quebrada acude al mecanismo constitucional de la acción de tutela con el fin de que le sean amparados sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral, seguridad social y mínimo vital,  los que reclama frente a la desvinculación del 31 de mayo de 2017 del cargo de Auxiliar de Enfermería que venía desempeñando en el HUSJ por intermedio de la empresa de servicios temporales Resultados y Beneficios Temporales S.A.S., al considerar que fue un despido arbitrario por no haberse contado con el permiso del Ministerio de Trabajo, toda vez que la misma se encontraba incapacitada. Al respecto, la accionante aportó con la escrito introductorio de la demanda de tutela una copia de la carta donde se le comunica que el contrato se daba por terminado a partir de la fecha antes aludida y que no sería renovado (Fl. 10) y fotocopias de incapacidades médicas generadas por contusión de la rodilla y de la cirugía “artroscopia de rodilla derecha” (Fls. 11- 21)

6.5.2.  Por su parte, el representante legal de la empresa Resultados y Beneficios Temporales S.A.S. aportó con la respuesta a la presente acción los siguientes documentos con el fin de demostrar que la terminación del vínculo laboral con la accionante se dio por la finalización de la obra o labor: i) copia del contrato individual de trabajo “por el término que dura la realización de la obra o labor terminada” suscrito el 1º de diciembre de 2016 con la señora Luisa Fernanda Ramírez Quebrada  para la ejecución de labores auxiliares de enfermería en el Hospital Universitario  San Jorge  de Pereira (Fl. 53), en virtud del contrato No.140-2017 celebrado entre el HUSJ y la empresa Resultados y Beneficios Temporales S.A.S. (Fls. 54-74); ii) liquidación definitiva del contrato del 31 de mayo de 2017 (Fl. 74).
6.5.3.  En el caso bajo estudio, la impugnante insistió que la terminación del contrato laboral con la empresa Resultados y Beneficios S.A.S., que luego pasó a llamarse Misión Plus S.A.S., se dio con ocasión a sus incapacidades médicas y por el hecho de que esa entidad conocía de la programación que la actora tenía para que se le practicara la cirugía de “artroscopia”, sin que allegara a la foliatura prueba alguna que permitiera establecer la fecha en que la accionada fue informada de la intervención quirúrgica. Luego, en su escrito la señora Ramírez Quebrada aduce que la empresa temporal hizo renunciar el 31 de mayo de 2017 a varios trabajadores “con promesas falsas”, que laboró los días 1º y 2º de junio de 2017 y que sorpresivamente a través de una llamada, le cancelaron el contrato a sabiendas que la secretaria y la encargada de manejo de personal ya sabía que iba a ser sometida a la cirugía antes aludida (Fl.110).  Con relación a este asunto, el representante legal de Resultados y Beneficios S.A.S. señaló que la accionante no dio aviso de la realización de la artroscopia, por cuanto la visita a la Clínica de Fracturas fue el 13 de junio de 2017 y es partir de ahí que se habla que sería programada para el 23 de junio de 2017 cuando el contrato obra o labor había finalizado el 31 de mayo de 2017 (Fl.51).
6.5.4. Enfrentadas así las partes, esta Sala considera que lo debatido es de índole laboral y prestacional, asunto que según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la acción de tutela no procede para resolver controversias sobre el reintegro de trabajadores, toda vez que existen otros mecanismos de defensa previstos en el ordenamiento jurídico y a los que debe acudir el afectado para lograrlo. Ahora bien, la misma Corte Constitucional ha indicado que el amparo es viable cuando se trate de una persona que se encuentre en circunstancias especiales que requiera de protección laboral reforzada. En tal sentido dicha Corporación dijo lo siguiente Sentencia T-251 de 2016:


“Si bien la acción de tutela no procede por regla general para ventilar asuntos cuyo conocimiento le ha sido deferido a la jurisdicción ordinaria, tal como la reclamación de reintegro de que conocen los jueces laborales, la Corte ha aceptado la intervención del juez constitucional en controversias de dicha naturaleza en los casos en que el promotor del trámite se halla en un estado de debilidad manifiesta, lo que ocurre, por ejemplo, en tratándose de personas enfermas o en condición de discapacidad. Sobre el particular, la jurisprudencia ha sostenido: 


“Cuando se busca el reintegro al lugar del trabajo con ocasión de la desvinculación, en principio debe decirse que la acción de tutela resulta ser improcedente; pero si quien lo solicita es un sujeto de especial protección constitucional, que fue desvinculado de su lugar de trabajo con ocasión de su estado personal como es el caso de las personas con disminución en su estado de salud, como factores de clara discriminación y sin atender los requisitos para la legalidad del mismo, entonces debe decirse que la acción de tutela se torna idónea para resolver el asunto.”
…”  


5. En relación con la estabilidad laboral reforzada y los derechos con que cuentan los titulares de tal derecho, dijo la misma Corporación:

“La estabilidad laboral reforzada ha sido desarrollada como una garantía de raigambre constitucional a favor de ciertos sujetos, como son las personas con discapacidad, los trabajadores que padecen alguna enfermedad, así como las mujeres embarazadas y en licencia de maternidad, que se proyecta a partir de los artículos 13 y 53 de la Carta, los cuales contemplan los principios de igualdad y de estabilidad en el empleo. A través de esta figura se pretende proveer a este conjunto de personas cierto grado de certidumbre en relación con su ocupación, así como resguardarlas de los actos discriminatorios por parte de sus patronos.

Nótese que el aspecto determinante para establecer qué individuos son titulares del derecho a la estabilidad laboral reforzada es la situación de vulnerabilidad en que se encuentran, a causa de determinadas condiciones de salud que pueden comprometer su normal estado físico, mental o fisiológico.

Concatenándose con los mandatos derivados de la Constitución y de los instrumentos que integran el bloque de constitucionalidad a que se ha hecho alusión, la Ley 361 de 1997 ha dispuesto que, para poder proceder a la terminación unilateral del contrato laboral con trabajadores que se encuentran en estas circunstancias, los empleadores deben solicitar previamente autorización del inspector de trabajo, so pena de que se presuma que la ruptura de la relación laboral estuvo impulsada por móviles discriminatorios, de lo cual se desprenden unas repercusiones encaminadas a castigar la infracción del autor del despido y a restablecer los derechos del empleado (…)”  (Subrayas propias)

6.5.5.  Significa lo anterior, que por regla general la acción de tutela no es procedente para ventilar asuntos relacionados con reintegros laborales, pues para ello existen las acciones pertinentes, como en el presente asunto,  ante la jurisdicción ordinaria laboral. No obstante y de manera excepcional, se ha dispuesto la viabilidad del amparo constitucional, en aquellos casos en que el accionante se encuentra en situación de debilidad manifiesta, que genere la afectación al mínimo vital, a la salud o a la vida digna; sin embargo, dentro de la foliatura no se pudo determinar que la tutelante se encuentra en una situación  de extrema vulnerabilidad o que se encuentre frente a un perjuicio irremediable, que amerite la procedencia del amparo de tutela como mecanismo para ventilar una controversia laboral, toda vez que esta Sala no puede inferir a simple vista que la  decisión de dar por terminado el contrato de trabajo la adoptó la entidad empleadora con motivo de las condiciones de salud de la señora Ramírez Quebrada o por circunstancias discriminatorias.  Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  

6.5.6.  Por lo discurrido, la Sala concluye que en este asunto específico la demanda de amparo es improcedente por no satisfacer el requisito de subsidiariedad, según lo dispuesto en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 y en tal virtud,  la acción de tutela no es el medio para controvertir la terminación unilateral del contrato de trabajo y el consecuente reintegro laboral, ante la falta de prueba de la condición de debilidad manifiesta de la actora y de un perjuicio irremediable. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo profer ido el 22 de septiembre de 2017 por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Conocimiento Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Luisa Fernanda Ramírez Quesada en  contra del Hospital Universitario San Jorge de Pereira HUSJ, Misión Plus S.A.S., Resultados y Beneficios Temporales S.A.S. y AXA Colpatria.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Corte Constitucional, para su eventual revisión con base en lo dispuesto por el  inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Corte Constitucional. Sentencia T-600 De 2002. 


� Corte Constitucional. Ver, por ejemplo, la sentencia T-046 de 1995, reiterada en las sentencias T-722 de 2014 y T-572 de 2015, entre otras. La Corte analizó en esta decisión el caso de una empresa industrial y comercial del Estado, cuyos empleados son trabajadores oficiales, y a pesar de no estar obligada a hacerlo, realiza un concurso de méritos para proveer un cargo. El actor obtiene el primer lugar entre los participantes y es nombrado provisionalmente en el cargo, mediante contratos temporales. Posteriormente, se le informó que no había partida presupuestal para su nombramiento y, finalmente, en su lugar se nombró a otra persona que no había participado en el concurso. La Sala encontró que las acciones contencioso administrativas no eran idóneas para proteger los derechos del actor y procedió a tutelar sus derechos por considerar que la administración había desconocido el principio de buena fe, al iniciar un procedimiento de concurso y posteriormente, no haber proveído el cargo de conformidad con sus resultados.   


� Corte Constitucional. Sentencias T-100 de 1994, T-256 de 1995, T-325 de 1995, T-455 de 1996, T-459 de 1996, T-083 de 1997, SU-133 de 1998 y T-247 de 2015, entre otras.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-225 de 1993, reiterada en la sentencias T-082 de 2016 y T-095 de 2016, entre otras: según esta sentencia el perjuicio irremediable se caracteriza i) por ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; ii) por ser grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.


� Sentencia T-190 de 2012 , MP: Mauricio González Cuervo 


� CORTE CONSTITUCIONAL.  Sentencia T-145 de 2012 y T-082 de 2016, entre otras.


� Sentencias T-225 de 1993, T-436 de 2007, T-016 de 2008, T-1238 de 2008, T-273 de 2009,  � HYPERLINK "http://www.lexbase.biz/lexbase/jurisprudencia/tutelas/corte%20constitucional/2010/T0660de2010.htm" \o "Haga clic para abrir la Sentencia T-660 de 2010" �T-660 de 2010� y T-082 de 2016, entre otras.
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